CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR – 38/2011
MODALIDAD.-   DE  EQUIDAD
DEMANDANTE.-  D. XXXXX
DEMANDADA.-  COOPERATIVA XXXXX
LAUDO 3 / 2013
En Cuenca, a tres de junio de dos mil trece.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº 2696 del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXX, en la localidad de XXX, XXX, provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR – 38/2011, en virtud de Resolución de de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE DÑA. XXXXX, ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIA ANTE LA ENTIDAD XXXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº XXX, que actúa en el presente procedimiento en nombre y representación, de la socia y progenitora del mismo  DOÑA XXXXX, con D.N.I. nº XXX, estando legitimada la misma activamente en este procedimiento en su calidad de socia de la cooperativa XXXXX, en su escrito inicial de fecha 02 de junio de 2011 de solicitud de arbitraje en la modalidad de equidad, que dio lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que la demandante es actualmente socia de la entidad cooperativa desde el año 1996, siendo dicha cooperativa a la fecha de su incorporación de la clase de Explotación Comunitaria de la Tierra, en el que aportó de inicio dos parcelas  para posteriormente incorporar tres nuevas parcelas respectivamente en los años 2002 y 2003.
SEGUNDO.-    Que en fecha 30 de noviembre de 2003 se aprobó en Asamblea General la adaptación de Estatutos a la entonces vigente Ley 20/2002, de 14 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, procediéndose simultáneamente a modificar la clase de dicha cooperativa, pasando a ser de acuerdo con la nueva redacción del artículo 1 de los Estatutos, a ser calificada como una cooperativa agraria, habiéndose inscrito registralmente la nueva norma societaria con fecha  27 de mayo de 2004
TERCERO.-   Que la socia demandante comunicó al Consejo Rector de la Cooperativa en sus escritos de fecha 27 de agosto de 2007 y 4 de noviembre de 2009 su pretensión “de dar de baja de la misma a la Parcela X, Polígono X, en el término de XXX, aduciendo la existencia de una circunstancia extraordinaria, cual era la derivada de que dicha parcela, de su propiedad, iba a formar parte de un huerto solar.”
CUARTO.-     El Consejo Rector aceptó dicha baja voluntaria por escrito de fecha 21 de diciembre de 2009, al amparo del artículo 14.4 de los Estatutos, sobre la parcela en concreto, que tendría en cuenta los siguientes aspectos: el coeficiente de participación en la sociedad a 30 de junio de 2009; las posibles penalizaciones por incumplir el plazo de permanencia previsto en los artículos 14 y 55 de los Estatutos; y finalmente las deducciones por gastos generales y amortizaciones previstas en el artículo 61 de la Ley 20/2002.

Para determinar el referido “coeficiente de participación, gastos generales y amortizaciones, así como plazo de permanencia a que estaba obligado, está basado en el balance cerrado al 30 de junio de 2009 y cinco años más y al cierre de campaña de 30 de septiembre de 2009.”
En dicha liquidación del Consejo Rector, se le reconocía sobre la parcela que causaba baja, con un extensión de 15,0388 Hectáreas, unas aportaciones por valor de 8.275,45 euros y se le aplicaba unas deducciones de 6.698,08 euros, resultando así un saldo favorable al socio por valor de 1.577,37 euros.

Por lo anterior, la demandante presentó escrito en fecha 14 de enero de 2010 en el que se oponía la resolución de la cooperativa, resolviéndose dicha impugnación en la Asamblea General celebrada en fecha 03 de octubre de 2010,  alegando que a cada parcela le correspondería un compromiso de permanencia individualizado, por lo que la parcela objeto del procedimiento habría entrado dentro de la entidad en el año 1996 estando entonces dentro del tercer período de permanencia de cinco años, restando entonces sólo dos años para completar el período de permanencia. 
Igualmente se alegaba que las deducciones liquidadas eran injustas en cuento a que debían ser proporcionales al tiempo que restase a la finalización de la permanencia y no por la totalidad del plazo de la misma, ya que esa situación derivaría en un “enriquecimiento sin causa” a favor de la cooperativa.

También se aducía que de acuerdo con el artículo 14.2 de los Estatutos, en su párrafo tercero, se establecía que la cantidad a pagar en concepto de daños y perjuicios sería la parte proporcional de gastos generales que le hubieren correspondido pagar durante el tiempo que falte desde el preaviso hasta  la finalización del período de permanencia incumplido de manera injustificada, incrementados en un 10%, calculados conforme a la media de la participación del asocio en los inmediatos cincos años anteriores o plazo inferior si su permanencia era menor. 
Los cálculos que aportaba la socia demandante en su escrito de impugnación cuantificaba en primer lugar sus aportaciones en 8.507,64 euros, resultado de aplicar el coeficiente de participación reconocido a la parcela nº 80  por el Consejo  de 0,7354 sobre la cifra de capital aprobada en el Asamblea General de fecha 4 de octubre de 2009, donde se establecía en 1.156.871,78 euros, 
Respecto a las deducciones a aplicar, se aceptaban por un importe de 2.348,75 euros derivado de su cálculo sobre dos ejercicios, resultando de esta manera una liquidación a reembolsar a la socia demandante de 6.158,89 euros por la parcela que causaba baja.
QUINTO.-  La demandante impugno la resolución sobre la baja de su parcela ante la Asamblea General, celebrada la misma el 3 de octubre de 2010 y como punto 3º del orden del día, bajo el título “Asuntos de interés de la Cooperativa”, siendo desestimada el recurso por una mayoría de 42 votos, 4 votos a favor y 4 votos en blanco.
En la certificación por la que se comunica a la socia demandante el rechazo asambleario a sus escritos de impugnación, emitida por el Sr. Secretario de la sociedad, D. XXXXX, se recogen de manera más detallada los argumentos de la cooperativa:

a) Que una situación similar a la de la demandante se había producido en el caso de tres socios para incorporación a un huerto solar, tanto en la consideración como baja injustificada como en cuanto a la fijación de los plazos de permanencia, no habiendo elevado reclamación alguna.

b) El cambio de clase de cooperativa en 2004 amparado por una nueva norma societaria, sería el punto de inicio del cómputo del período de permanencia como socio y no la fecha inicial de la incorporación en 1996.
c) Se cita un informe de la organización cooperativa XXXX, según el cual el preaviso de baja efectuado en el año 2007 sería nulo dado que el socio cultivó la parcela nº 80 en los ejercicios 2008 y 2009.

SEXTO.-   Con posterioridad se comunicó por la demandante su oposición ante la cooperativa en el plazo de las 48 horas siguientes a la notificación de los acuerdos adoptados, al efecto de impugnar el citado acuerdo en la vía jurisdiccional o arbitral que le pudiera corresponder en forma y plazo.
SÉPTIMO.-   La socia demandante señaló en su escrito que de contrario en nada le afectaban aquellas acciones u omisiones por la que otros socios no hubieran ejercido sus derechos y de esta manera no hubiesen reclamado.

Al tiempo añadió en su escrito que los plazos de permanencia “de todas las parcelas en explotación en la Cooperativa” a efectos del cómputo para la baja del socio, no se habían alterado en la simultánea adaptación y modificación estatutaria en el año 2003, al no haberse modificado el artículo 10 de los Estatutos; para concluir afirmando que no le podría afectar el referido informe jurídico de XXXX dado que el mismo era desconocido tanto para la masa social de la entidad como para la misma demandante.

Finalmente, aprovechó este escrito de inicio para reiterar sus argumentos según los cuales el incumplimiento de la permanencia era sólo por un período de dos años, que eran los únicos por los que se le podría practicar deducciones sobre sus participaciones; o que en su defecto, de considerarse que el cómputo de la permanencia se había iniciado en el año 2004, el año 2009 sería su finalización y por ello no cabría practicar deducción alguna
OCTAVO.- En su escrito de demanda se impugnaron no sólo los fundamentos jurídicos de la liquidación, sino además el saldo que correspondería a la demandante sobre sus aportaciones en la cuantía que determinó el Consejo Rector en su resolución, cuando estableció un cuadro de amortizaciones, gastos generales de la sociedad y repercusión de éstos sobre la parcela que causó la baja.

NOVENO.-  La demandante interpuso el 29 de octubre de 2010 demanda contra el acuerdo asambleario, que tras ser turnado correspondió su conocimiento al Juzgado Mixto Nº X de XXX, provincia de XXX, por el que se inició el Procedimiento Ordinario XX/XX, que tras ser remitido al Juzgado de lo Mercantil competente lo derivó al Juzgado Mixto Nº X de XXX, dando lugar al Procedimiento Ordinario X/X, resolviendo dicho órgano jurisdiccional en su auto de fecha 29 de mayo de 2011, en el que aceptó la excepción declinatoria interpuesta por la cooperativa demandada acordando así el sobreseimiento y archivo de los autos.
DÉCIMO.-    Como conclusión, en el apartado Sexto de su escrito  solicitó la socia de este Árbitro que declarara en su Laudo como anulable el acuerdo de la Asamblea General de 3 de octubre de 2010, por el que se ratificó el acuerdo del Consejo Rector según el cual la baja de su parcela se calificaba como injustificada y se le imponían deducciones y penalizaciones a los efectos de la liquidación y reembolso de sus aportaciones obligatorias al capital de la sociedad 

II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la  Cooperativa XXXX, con domicilio social en la localidad de XX – XXX, provincia de XXX, en el calle XXXX, provista de C.I.F. nº XXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad el letrado del I.C.A. de Cuenca, Don XXXXX, colegiado nº XX, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad Don XXXXX, provisto de DNI nº XXX; se opuso a las pretensiones de la socia ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 19 de octubre de 2011, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Alegó la cooperativa demandada de inicio planteando diversas excepciones de forma y de fondo contra la demanda de doña XXX, y en primer lugar señalando la falta de legitimación activa del hijo de la socia, don XXXX, que aparece como demandante aunque esa condición sólo le correspondería a su madre como tal y al no aportarse, según afirma la cooperativa, apoderamiento especial que le permitiera el ejercicio de la presente acción de impugnación en vía arbitral.
A continuación en su escrito la representación de la sociedad cooperativa planteó la caducidad de la acción en este procedimiento por el transcurso del plazo de un mes para la impugnación del acuerdo social ante la jurisdicción competente. Señala la cooperativa que habiendo estado presente el representante autorizado de la socia en la Asamblea de fecha 03 de octubre de 2010, conoció de manera directa el contenido y sentido del acuerdo asambleario, más la posterior notificación fehaciente efectuada a aquel, dejando a pesar de ello transcurrir el mes de plazo establecido en el artículo 14 de los Estatutos, al presentar la demanda inicial ante la jurisdicción ordinaria en el mes de marzo de 2011, debiendo producirse como consecuencia la caducidad de la acción formulada, no pudiendo alegar interrupción en el computo del plazo por la presentación de la demanda en vía jurisdiccional, que en este caso considera la cooperativa era claramente incompetente, tal como se reconoció por el propio órgano jurisdiccional en su resolución.
Finalmente, se argumenta por la demandada que la anulabilidad solicitada respecto del acta de la Asamblea carece de los más mínimos fundamentos jurídicos que acrediten dicha solicitud. Abunda el representante de la cooperativa en que la anulabilidad solicitada, según el concepto que de ella se fija en el artículo 52 de la Ley 11/2010 de Cooperativas regional, exige para su aplicación que se acredite que el acuerdo asambleario se oponga a los Estatutos, al reglamento de régimen interno o lesionen en beneficio de uno o varios socios o de terceros lo intereses de la cooperativa.

SEGUNDO.-  Alegó la demandada de forma correlativa a los diferentes asuntos planteados por la socia demandante en su escrito de solicitud, fijando así el objeto del presente procedimiento arbitral.
Como primer punto, la cooperativa mostro su conformidad con lo señalado en la demanda de inicio sobre la adaptación estatutaria según la cual se modificó la clase de la cooperativa, y las exigencias previstas en el artículo 10 de los Estatutos para el compromiso de permanencia y los supuestos de concurrencia de incumplimiento en el plazo de preaviso o de su condición de socio.
TERCERO.-  En este punto la cooperativa difiere del criterio que ha seguido la socia demandante, al equiparar en todos sus efectos la solicitud de baja de un socio de una cooperativa, en cuanto a ostentar la condición de tal socio de la entidad, de la situación provocada por la exclusión de alguna explotación agrícola en la actividad y que como tal se solicitara por el socio, por destinarla como concurre en el presente procedimiento a fines distintos a los de la explotación agraria de la  cooperativa.

Recogía en sus afirmaciones la demandada que en este procedimiento la socia no había planteado una solicitud de baja como tal, sino que tan sólo se había dejado alguna parcela en concreto fuera de la explotación agraria, manteniendo el resto en plena producción, aunque de hecho se había tramitado por el Consejo Rector como si fuera la solicitud de baja como socio de la cooperativa.

Con relación a la primera comunicación de la socia de fecha 27 de agosto de 2007, la demandada la califica como una mera declaración de intenciones, pues la citada parcela se siguió explotando por la cooperativa en las campañas agrarias de los años 2008 y 2009, y en aquel escrito ni se solicitó expresamente la baja de la explotación de la parcela ni como socia en activo de la entidad cooperativa.
Por el contrario, si se considera por parte de la sociedad como una verdadera comunicación de baja de la parcela el escrito formulado por la socia el 4 de noviembre de 2011, aunque se alega que dicha solicitud se habría realizado una vez finalizada la campaña y por ello, una vez iniciado el ejercicio económico anual de la cooperativa estatutariamente establecido  - que en este ejercicio concreto sería desde el 01 de junio de 2009 hasta el 30 de junio de 2010 -, incumpliendo así la demandante tanto el año de antelación respecto del compromiso de permanencia vigente como el plazo de preaviso para darse de baja como socio de la Cooperativa.

Ratifica en su escrito la demandada la adecuación y cumplimiento de los normas societarias de la resolución dictada por el Consejo Rector, al calificar la baja de doña XXXXX como injustificada al haber incumplido el compromiso de permanencia y, en consecuencia la legalidad de las deducciones practicadas.
La sociedad cooperativa resalta el hecho de que la representación de la socia demandante acepta los tres primeros puntos de la resolución del Consejo, es decir, la baja de la parcela, el coeficiente de participación a fecha 30 de junio de 2009 y las penalizaciones por incumplimiento del compromiso de permanencia, junto con las deducciones por gastos generales y amortizaciones.

CUARTO.-   Reitera la cooperativa demandada la plena validez y eficacia del acuerdo adoptado en la Asamblea por el que se desestimó el recurso interpuesto por la socia doña XXXXX, dado que fue debidamente convocada aquélla, asistiendo su hijo a la misma en su representación y pudiendo ejercitar con plenas garantías el derecho de defensa y de contradicción que le ampara como tal socia, sin restricción alguna por la sociedad cooperativa u otros socios.
Reiteró el hecho de que al estar presente en la reunión se le notificó personalmente el acuerdo adoptado por la Asamblea, indicándole los recursos y plazos para oponerse al mismo.
QUINTO.-   Que señala la demandada su disconformidad con la tramitación previa ante la jurisdicción ordinaria del presente, cuando era conocida por la socia demandante la preceptiva sumisión estatutaria ante un procedimiento arbitral, tal como ocurre en el presente caso.
Por parte de la sociedad cooperativa también se aprovechó para calificar en su escrito como más adecuada la tramitación de este procedimiento arbitral en la modalidad de Derecho, por ser la cuestión objeto de debate de carácter estrictamente jurídico.
SEXTO.-   Argumenta la sociedad demandada el rechazo a la acción de anulabilidad ejercitada de contrario por la socia, al no haberse indicado ni los preceptos estatutarios que considere infringidos, ni tampoco se habría concretado en que se lesiona los intereses de la cooperativa el acuerdo impugnado.
La cooperativa afirma respecto de la socia actora que la misma confunde en este procedimiento el compromiso de permanencia del socio ordinario con la entidad con los compromisos que pudieran ostentar las parcelas consideradas individualmente en explotación, figura esta última respecto de las parcelas que no existiría ni tampoco se habría reconocido en los Estatutos Sociales ni en la Ley de Cooperativas.
Abunda la cooperativa que desde la “adaptación de los Estatutos y el cambio de tipo de cooperativa los socios adquirían un compromiso de permanencia de cinco años, que se renovaba automática y tácitamente por un nuevo período de cinco años si el socio no manifestaba su deseo de causar baja al vencimiento de aunque compromiso,” comunicación que tenía que producirse con un año de antelación al comienzo de una nueva campaña agrícola o final del ejercicio económico. Destaca la demandada que el cambio de clase de la sociedad benefició  a los socios al pasar de los diez años de permanencia en la cooperativa de explotación comunitaria de la tierra a un período menor de cinco años en la nueva cooperativa agraria.
De lo expuesto, la sociedad demandada concluye que el compromiso inicial de permanencia se extendía desde el 30 de noviembre de 2003 hasta el 30 de noviembre de 2008, o si la fecha empleada como referencia se fija en la de su inscripción registral, sería entonces desde el 27 de mayo de 2004 hasta el 27 de mayo de 2009; por lo que, al otorgar la sociedad como fecha de solicitud de baja del 4 de noviembre de 2009, estaría incumpliendo el segundo período de permanencia aceptado por el socio.
La consideración jurídica planteada desde la cooperativa sobre la adaptación estatutaria y las consecuencias originadas por el cambio de clase de la entidad, se plasmaría en que estamos ante la novación de la condición de socio, de forma que un socio que no estuviera en conformidad con dichos cambios, podría haber solicitado su baja voluntaria justificada en ese momento temporal, pero que al no ejercerse ese derecho de separación como tal socio, se asumirían esos nuevos compromisos de permanencia en los términos novedosos.

SÉPTIMO.-   Se opone por la cooperativa demandada que no cabe fijar como plazo temporal para efectuar las deducciones únicamente de dos años, dado que infringiría el artículo 14 de los Estatutos, por lo que su cuantía debería establecerse como la “parte proporcional de gastos generales que le hubiere correspondido pagar durante el tiempo que falte hasta la fecha del término del plazo teórico de preaviso, y/o hasta la finalización del compromiso de permanencia incumplido de manera injustificada incrementados en un 10 %, calculados conforme a la media de participación del socio en la actividad cooperativizada durante los últimos cinco años anteriores”; y dichas deducciones se aplicarían si perjuicio de la responsabilidad del socio frente a terceros o de la que hubiera asumido con la cooperativa por obligaciones pendientes de pago o, en su caso, por inversiones realizadas y no amortizadas por la sociedad de la que forma parte la socia demandante.
En base a la referida argumentación la cooperativa ratifica el porcentaje de participación de la parcela objeto de cese en explotación que fija en un 0,7354, lo que daría lugar a una participación cooperativa valorada en la cantidad de 8.275,45 €, a la que aplicar en primer lugar deducciones por gastos generales de 3.703,82 €, y a la que además habría que adicionar otra deducción por un valor de 2.168,08 €, resultando de dichos cálculos un importe a reembolsar a la socia demandante por la parcela que causaría baja de 1.577,37 €, reproduciendo así en su escrito de contestación la cooperativa las cantidades y conceptos que se practicaron en la liquidación aprobada por el acuerdo del Consejo Rector.
OCTAVO.-    Como conclusión a su escrito de contestación, solicitó la cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de demanda, y que confirmara íntegramente la resolución de la Asamblea General que ratificaba la resolución del Consejo Rector sobre la calificación de la baja y la liquidación practicada a la socia demandante.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Habiéndose nombrado en primer lugar como órgano arbitral del presente procedimiento a don XXXXX, con fecha 20 de octubre de 2011, y acordado celebrar la vista previa en fecha 24 de enero de 2012, en la misma se alegó por la representación de la socia demandante motivos de recusación del árbitro actuante, en base a la posible relación profesional de aquel con la cooperativa demandada por su condición de Jefe de Servicio de Relaciones Laborales de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Economía en Cuenca. 

Con posterioridad, don XXXXX en su escrito de fecha 22 de marzo de 2012 presentó su renuncia a continuar como Árbitro, con el fin de evitar influencia alguna en el resultado del procedimiento, sin que por ello se aceptara en modo alguno por aquel dichas afirmaciones o se diera veracidad a las alegaciones efectuadas por la representación de la socia demandante.

A fin de garantizar el desarrollo del procedimiento iniciado se nombró como Árbitro al que suscribe por resolución de la Secretaría de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación de fecha 5 de diciembre de 2012.

En consideración a los trámites ya realizados, se celebró de nuevo la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 22 de febrero de 2013, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.


Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Cuenca, sitos en el Parque San Julián, número 14, de la ciudad de Cuenca, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante de la solicitante del procedimiento   DON XXXXX, con DNI nº XXXX, hijo de la socia demandante, cuyo representación general y para la práctica de prueba se realizó aportando poder notarial otorgado ante la Notaria de XXX doña XXXXX, en fecha 20 de enero de 2012, con número de protocolo 62; así como de la parte demandada COOPERATIVA XXXXX,  representada en este acto por el letrado DON XXXXX, colegiado nº XXX del I.C.A. de XXX, cuyo apoderamiento recogido en poder notarial de fecha 12 de abril de 2011 se aportó de inicio en el escrito de contestación de la demandada.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente.
De contrario, la representación de la cooperativa XXXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa y reiteró la solicitud de interrogatorio de la socia demandante doña XXXXX.
Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba planteados por las partes, se reconoció como válido a efectos del interrogatorio solicitado el testimonio que don XXXXX prestara a las preguntas que se le formularan por el representante de la cooperativa, se dio entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación, aunque a petición de la demandante y así hizo suyos este órgano arbitral se solicitó la posterior remisión a este Árbitro de la documentación acreditativa  del registro de socios y de aportaciones de los socios, certificación del acuerdo del Consejo Rector por el que se adoptaron las deducciones practicadas a la demandante y de los criterios empleados para su determinación, que debería remitirse por correo electrónico con el fin de garantizar el principio de agilidad y de economía procesal, sin perjuicio de la efectiva notificación a todas las partes y su posible contradicción también a través de esa misma vía telemática, facilitando a tal fin ambas partes sus direcciones de correo electrónico, tal como se ha producido por la remisión de la cooperativa de la documentación solicitada el 11 de marzo de 2013, siendo calificada por escrito de la demandante de fecha 25 de marzo de 2013, para concluir con la remisión por la representación de la socia de un nuevo escrito de conclusiones de fecha  27 de mayo de 2013.
A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 02 de junio de 2011, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


La elección de la modalidad en equidad se justifica en que la modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata de dicha doctrina es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral considera necesario señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, recogiendo otras como la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.

 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales o de ámbito autonómico, como sucede en el presente caso.

CUARTO.-  Sobre las excepciones planteadas de falta de legitimación y de caducidad de la acción.
Con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante las excepciones alegadas de inicio, este Laudo va a resolver sobre éstas comenzando en primer lugar sobre la falta de legitimación activa alegada por la cooperativa contra don XXXXX, no cabiendo su admisión en forma alguna básicamente por el apoderamiento que hace la socia titular en la persona de su hijo en el presente procedimiento y cuyos datos notariales ya se señalan en otro apartado en este Laudo, pero es que parece desconocer la propia cooperativa el hecho de que el mismo ha desempeñado a lo largo de varios años el puesto de vocal dentro del Consejo Rector de la cooperativa, tal como consta su última elección en calidad de miembro del órgano de administración societario en el acta de la Asamblea General celebrada el 4 de octubre de 2009, y ya como prueba irrefutable  de su actividad pública y no impugnada como socio de pleno derecho de la cooperativa es que además, en el listado pormenorizado de socios presentes de la referida acta consta como socio presente don XXXXX y no como representante autorizado de su madre socia, listado en el que entonces debiera haber constado el nombre de la misma de haber carecido de tal representación.
Respecto a la caducidad de la acción, habiendo comprobado las interrupciones en el cómputo de los plazos, derivados de la interposición de las acciones judiciales y el mismo carácter antiformalista de los medios alternativos de resolución de conflictos, como el caso de los arbitrajes, se rechaza igualmente la excepción planteada procediendo a entrar en la valoración del fondo del asunto.

Finalmente, aunque no se plantea como excepción por la cooperativa demandada pero si en sus fundamentos jurídicos, este Árbitro solo considera aplicable al presente procedimiento los preceptos legales vigentes a la fecha de los hechos sujeto a este arbitraje, es decir, la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.
QUINTO.-  Sobre la existencia de baja como socia de doña XXXXX.
Este procedimiento arbitral, como lógica consecuencia a los planteamientos establecidos por las partes demandantes debe primeramente entrar a examinar con carácter condicional si estamos ante una auténtica solicitud de baja por la socia demandante, y si dicha baja societaria puede ser únicamente con carácter completo o admite su concesión parcial, en este caso con una liquidación en función de las parcelas agrarias en las que cuya actividad de explotación hubiera cesado.
De la lectura de la documentación aportada al procedimiento cabe una primera conclusión, como es el hecho incontestable de que la inicial comunicación que el propio representante de doña XXXXX de fecha 27 de agosto de 2007 en su párrafo sexto, al comunicar las negociaciones seguidas para incluir la parcela X del polígono X como huerto solar, de manera literal expresa “nuestro compromiso con la Cooperativa es firme y por tiempo ilimitado. Únicamente una circunstancia extraordinaria como la presente podría motivar una retirada parcial y excepcional de la Cooperativa por nuestra parte.”; continua la demandante en su escrito de fecha 16 de octubre de 2009 comunicando a la cooperativa el hecho de que el proyecto de huerto solar daría comienzo el 30 de octubre de 2009, y que por ello solicitaba que “no se realicen trabajos en la parecía mencionada, y se inicien las gestiones para retirar la explotación de dicha parcela por parte de la Cooperativa, según lo establecido en los estatutos de la cooperativa.”
Por lo expuesto queda acreditado de forma incuestionable que la socia demandante doña XXXXX en ningún caso ha solicitado la baja como tal socia en la entidad cooperativa XXXXX, ni cabe considerar de los medios de prueba practicados que se haya podido producir esa solicitud en forma tácita - fórmula que de cualquier manera no estaría admitida por la legislación cooperativa -, encontrándonos entonces ante un supuesto fáctico según el cual una de las parcelas que integran su patrimonio simplemente cesa en la actividad agraria al dedicarse a otras actividades, que si bien en este caso no son de carácter agroalimentario, pero que podría haber sido un mero cambio de cultivo cuya producción no fuera objeto de explotación por la cooperativa, situación similar a la que se produciría en el supuesto que esa misma parcela fuera objeto de transmisión inter vivos bajo cualquier título admitido en Derecho o cesión en su explotación a título gratuito u oneroso, como por ejemplo, su compraventa, arrendamiento, donación, aparcería …, es decir, cesa en la explotación a efectos de la aportación de lo producido por esa parcela a la cooperativa, pero el vínculo societario se mantiene plenamente válido y con vigencia en sus efectos jurídicos para la socia demandante en el resto de las parcelas de su titularidad frente a la cooperativa.
Cuando las alegaciones de la demandante parten de justificar la propia situación personal como socio y la existencia de los diferentes compromisos de permanencia para cada una de las parcelas, hay que ponerlas en relación con el propio concepto de cooperativa de explotación comunitaria de la tierra, forma jurídica inicial de la cooperativa XXXXX en su fundación en el año 1996, rigiendo para las cooperativas castellano manchegas la entonces aplicable norma estatal Ley 3/1987, de 2 de abril, General de Cooperativas, que definía esta clase de cooperativas en los apartados primero y segundo de su artículo 135 como:

“1. Son Cooperativas de Explotación Comunitaria de la Tierra las que asocian a titulares de derechos de uso y aprovechamiento de tierras u otros bienes inmuebles susceptibles de explotación agraria que ceden dichos derechos a la Cooperativa y que prestan o no su trabajo en la misma, pudiendo asociar también a otras personas físicas que, sin ceder a la Cooperativa derechos de disfrute sobre bienes, prestan su trabajo en la misma, para la explotación en común de los bienes cedidos por los socios y de los demás que posea la cooperativa por cualquier título.

2. Las Cooperativas de Explotación Comunitaria de la Tierra podrán desarrollar cualquier actividad dirigida al cumplimiento de su objeto social, tanto las dedicadas directamente a la obtención de los productos agrarios como las preparatorias de las mismas y las que tengan por objeto constituir o perfeccionar la explotación en todos sus elementos, así como las de recolección, almacenamiento, tipificación, transporte, transformación, distribución y venta, al por mayor o directamente al consumidor, de los productos de su explotación y, en general, cuantas sean propias de la actividad agraria o sean antecedentes, complemento o consecuencia directa de las mismas.”  
Esta propia configuración según la cual, los socios son los titulares de derechos de uso y aprovechamiento de tierras u otros bienes inmuebles susceptibles de explotación agraria, señala que ese carácter de socios CORRESPONDERÁ A LOS TITULARES y no a las parcelas que se aporten inicial o sucesivamente a dicha entidad cooperativa,  bien sean esos socios personas físicas o jurídicas privadas o públicas, siguiendo el concepto que de una sociedad cooperativa se establecía en la norma que amparó la fundación de la sociedad demandada fijaba dicha norma, al definirla en su artículo 1.1 como: “Sociedades que, con capital variable y estructura y gestión democráticas, asocian, en régimen de libre adhesión y baja voluntaria, a personas que tienen intereses o necesidades socioeconómicas comunes…”, que hay que poner en relación con los establecido para esta clase de sociedades en el artículo 136 de la misma norma legal de 1987, que señalaba:
“Pueden ser socios de las Cooperativas de Explotación Comunitaria de la Tierra:

a) Las personas físicas titulares de derechos de uso y aprovechamiento de tierra u otros bienes inmuebles susceptibles de explotación agraria que cedan dichos derechos a la cooperativa, prestando o no su trabajo en la misma y que, en consecuencia, tendrán simultáneamente la condición de socios cedentes del goce de bienes a la cooperativa y de socios trabajadores, o únicamente la primera.

b) Las personas físicas que, sin ceder a la cooperativa derechos de disfrute sobre bienes, presten su trabajo en la misma y que tendrán únicamente la condición de socios trabajadores.

c) También pueden ser socios de esta clase de cooperativas en la condición de cedentes de derechos de uso y aprovechamiento de tierras u otros bienes inmuebles susceptibles de aprovechamiento agrario:

· Los Entes públicos.

· Las sociedades en cuyo capital social los Entes públicos participen mayoritariamente.

· Las comunidades de bienes y derechos. En este supuesto, la comunidad deberá designar un representante ante la cooperativa y ésta conservará sus derechos de uso y aprovechamiento, en los términos convenidos, aunque se produzca la división de la cotitularidad.

· Los aprovechamientos agrícolas y forestales, los montes en mano común y demás instituciones de naturaleza análoga, regidas por el derecho civil común o por el derecho foral, debiendo designarse por aquéllas un representante ante la cooperativa.

La regulación que con posterioridad se lleva a cabo por la norma estatal, en este caso, el artículo 94 de la vigente Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, que actúa a la fecha de este Laudo como supletoria en lo no regulado por las leyes cooperativas regionales, señala al definir esta clase de cooperativas que:
“Son cooperativas de explotación comunitaria de la tierra las que asocian a titulares de derechos de uso y aprovechamiento de tierras u otros bienes inmuebles, susceptibles de explotación agraria, que ceden dichos derechos a la cooperativa y que prestan o no su trabajo en la misma, pudiendo asociar también a otras personas físicas que, sin ceder a la cooperativa derechos de disfrute sobre bienes, prestan su trabajo en la misma, para la explotación en común de los bienes cedidos por los socios y de los demás que posea la cooperativa por cualquier título, así como desarrollar las actividades recogidas en el artículo 93.2 para las cooperativas agrarias.”
La norma autonómica cooperativa de 2002, aplicable al presente arbitraje, en su artículo 112 reproducía esta definición de la figura cooperativa en idénticos términos, como también ocurre actualmente en el artículo 131 de la vigente Ley 11/2010, lo que acredita la inmutabilidad de dicho concepto en las distintas regulaciones legales.

Pero si dicha interpretación sobre la relación societaria la planteamos desde la nueva condición como agraria de la entidad cooperativa, la propia Ley de Cooperativas de 2002 que amparó el referido cambio, señalaba de manera indubitada que el vínculo de todo socio se articula a través de la persona física o jurídica que la integra, así el artículo 111 establecía en su apartado primero al definirla como:

“Son cooperativas agrarias las que asocian a personas físicas o jurídicas, titulares de explotaciones agrícolas, ganaderas o forestales o mixtas, de forma exclusiva o compartida.

También podrán formar parte como socios de pleno derecho de estas cooperativas, las sociedades agrarias de transformación, comunidades de bienes y derechos, comunidades de regentes, comunidades de aguas, herencias yacentes y sociedades civiles, siempre que, agrupando a titulares de explotaciones agrarias, realicen actividades empresariales afines a las de la propia cooperativa.

Los Estatutos sociales regularán la forma de participación, en su caso, de los miembros de la comunidad familiar vinculados a la explotación agraria del socio o comunidad de derechos de la que el mismo forme parte.”
En relación a la alegada como posible baja parcial de un socio, o al menos un reembolso parcial sobre aportaciones con origen en parcelas individuales que se desvinculan de la actividad de la cooperativa carece del más mínimo amparo legal, pues el propio artículo 17 de la esta norma legal, cuando regula la baja de un socio la refiere lógicamente al socio como tal y en su totalidad en su apartado primero: “El socio podrá darse de baja voluntariamente en la cooperativa en cualquier momento, mediante preaviso por escrito al Consejo Rector.”; dando también respuesta negativa al también alegado por la demandante sobre el hecho de que su compromiso de permanencia correspondería de manera individualizada a cada una de las parcelas y a la efectiva fecha de su aportación a la cooperativa, argumento que carece de fundamento o justificación alguna, por cuanto el mismo artículo 17.3 establece dicho compromiso en la incorporación del socio y no en los sucesivos incrementos o aportaciones que pudiera llevar a cabo posteriormente: “Los Estatutos podrán exigir el compromiso del socio de no darse de baja voluntariamente, sin justa causa que califique la misma de justificada hasta el final del ejercicio económico en que quiera causar baja o hasta que haya transcurrido, desde su admisión, el tiempo que fijen los Estatutos, que no será superior a cinco años.”
Esta argumentación se avala de la simple lectura del artículo 80 de la Ley cooperativa de 1987, que se reproduce en el vigente 51 de la Ley 27/1999, sobre la liquidación y reembolso de aportaciones obligatorias a los socios que causan baja, en los cuales no se recoge esa posible liquidación parcial sobre éstas – tratamiento distinto sería si se tratasen de aportaciones voluntarias, que se regularían por el acuerdo societario por el que se hubieran creado -, simultáneas con la permanencia en la cooperativa.
No sólo se mantiene esta doctrina dentro de las normas estatales, la primera norma autonómica de Castilla-La Mancha en materia cooperativa, y aplicable a los hechos objeto del presente arbitraje  - la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha -, en su artículo 61.1 señalaba como:  “Los socios tienen derecho a exigir el reembolso de las aportaciones obligatorias y voluntarias en el caso de baja o expulsión de la cooperativa.”; es decir se exige la existencia como presupuesto previo para la liquidación y reembolso de las aportaciones de la baja previa del socio, bien sea esta voluntaria u obligatoria, o la expulsión, y que como tal se ha concluido en este Laudo dicha baja no se ha solicitado por la demandante a la cooperativa, sin que ni tan siquiera se haya remitido escrito alguno que acredite una mera declaración de voluntad para extinguir la relación societaria, ya que de acuerdo al artículo 30 de la norma autonómica se exigía que: 
1. El socio podrá solicitar la baja por escrito dirigido al Consejo Rector en cualquier momento, con cumplimiento del plazo de preaviso previsto en los Estatutos sociales, que no podrá ser superior a seis meses, salvo para las cooperativas agrarias, que no podrá exceder de un año.

2. Los Estatutos podrán establecer el compromiso del socio de no darse de baja voluntariamente, sin causa que la califique de justificada, hasta el final del ejercicio económico en el que quiera causar baja o hasta que haya transcurrido, desde su admisión, el tiempo que fijen los Estatutos, que no podrá ser superior a cinco años, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 111.5 y 114.1, para las cooperativas agrarias y de explotación comunitaria de la tierra, respectivamente. En este caso, de solicitarse la baja voluntaria, se hará mediante escrito motivada dirigido al Consejo Rector.
La aplicación de este precepto no se ve afectada por la clase de cooperativa de que se trate, por lo que la transformación de la entidad XXXXX en una de las de clase agraria en el año 2003 bajo esta nueva regulación autonómica, no modifica lo ya expuesto sobre la imposibilidad de baja “parcial” de un socio y la consiguiente imposibilidad de una liquidación y reembolso parcial de sus aportaciones obligatorias.
Si finalmente, y así se expresa en la norma legal, los Estatutos Sociales tienen la última palabra en cuanto la voluntad de los socios, no hace sino ratificar el inexistente reconocimiento legal a lo actuado en este procedimiento, así el artículo 14 de aquellos señala que es el socio el que puede darse de baja voluntariamente, pero no admite ni recoge posibilidad alguna de bajas “parciales” por cese en la explotación de parcelas individuales, ni el artículo 55 de la misma norma social al regular el reembolso de las aportaciones no hace sino reproducir el artículo 30 de la Ley 20/2002 ya transcrito, exigiendo la previa situación de baja “total” o de expulsión para que el socio pueda exigir el derecho de reembolso y el Consejo Rector pueda llevar a cabo liquidación alguna sobre las citadas aportaciones obligatorias.
SEXTO.-  Sobre la liquidación y deducciones practicadas por el Consejo Rector de la cooperativa.
Aplicable en este punto mutatis muntandis lo ya expuesto en el apartado anterior  a la conducta y resoluciones del Consejo Rector de la cooperativa, por cuanto no existe ni se reconoce la posibilidad de una baja “parcial”, subsistiendo el vínculo del socio con la entidad, por lo que no cabe efectuar liquidación ni practicar deducción alguna a aquellos socios que por cualesquiera motivo cesan en la explotación de una o de varias de las parcelas cuya titularidad ostentan, ni tampoco el compromiso de permanencia se individualiza para cada una de las aportaciones realizadas, la sociedad cooperativa es por esencia una pura sociedad personalista, característica que supone que todos los vínculos, plazos, derechos y obligaciones vienen referenciados al socio y su situación societaria por la que se integra o decide causar baja y no a sus aportaciones individualmente consideradas, como sería el caso de sociedades de capital, en particular, las sociedades mercantiles.
Y por ello es difícil de entender que la misma cooperativa, en su escrito de contestación expresa de forma literal en su apartado Cuarto que: “conviene diferenciar lo que es una solicitud de baja como socio de una Cooperativa, en cuanto que se deja de ostentar la condición de socio de la entidad, y lo que pretende ser una baja de alguna explotación agrícola en la actividad de la Cooperativa que solicita el socio porque quiere disponer de la misma para otros fines distintos de la Cooperativa.”
Pero de forma aún mas sorprendente se reconoce expresamente la  NULIDAD de la liquidación practicada por el mismo Consejo Rector cuando en ese mismo escrito señala que: “lo que realmente se ha producido es que el socio no ha pedido la baja de su condición de socio sino que una determinada Parcela la ha dado de baja…. pero el socio ha seguido siendo socio de la Cooperativa con otras explotaciones agrícolas declaradas y explotadas por la misma, como ha ocurrido en el presente caso, aunque todo el desarrollo posterior se haya tramitado como una solicitud de baja del socio en la Cooperativa”; argumento que hace suyo plenamente este órgano arbitral, y sin embargo, párrafos más adelante se expresa en flagrante contradicción cuando señala que “una vez solicitada la baja, el Consejo Rector de la Cooperativa se la concede calificándola como injustificada al haber incumplido el compromiso de permanencia,…”., si no existe baja de un socio en los términos en que se produce el cese de explotación de una parcela por la socia demandante, no cabe ni su inicial calificación de aquélla y aún menos su liquidación y/o aplicación de deducciones a esa parcela individualmente considerada, por lo que el acuerdo de la Asamblea General que ratificó la liquidación es nulo igualmente, dado que un órgano social no puede convalidar o subsanar actos que son contrarios a lo previsto en normas legales o estatutarias.
Para este Árbitro en realidad no existe un auténtico y verdadero objeto de litigio en el presente procedimiento porque no se ha producido una auténtica  solicitud de la baja por la socia demandante, por lo que no se puede llevar a cabo la obligada liquidación y reembolso de aportaciones obligatorias, ni por ello tampoco aplicar deducción alguna por pérdidas, amortizaciones, incumplimientos de plazo de preaviso o del compromiso de permanencia.
Ahora bien, que se cese en la explotación de la referida parcela X del Polígono X por dedicarse a una actividad de huerto solar, no supone la renuncia de la socia a sus aportaciones iniciales o sucesivas, bien dinerarias o de otra naturaleza con relación a dicha parcela u otras distintas, sino que en el caso de que en fecha futura pretenda solicitar la baja de la entidad, entonces habrá que tomar en consideración todas sus parcelas y distintas aportaciones desembolsadas para la liquidación de las mismas consideradas en su globalidad.
Pero a la hora de practicar la liquidación de las aportaciones de los socios no hay que dejar de lado el conocido en la normativa cooperativa como principio de “puertas abiertas”, que trae su origen en los principios establecidos desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y de sus socios. Originalmente se configuró con el contenido como primer principio cooperativo de “Libre adhesión y libre retiro”, que en su nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este principio sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 

a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.


El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil.

Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa con motivo de compromisos e inversiones anteriores no amortizadas y aceptadas por los socios en ejercicios anteriores.
Este Laudo no va a entrar a valorar la fecha de inicio del compromiso de permanencia de la socia demandante, por cuanto no estamos ante una baja real con fecha cierta y no se han aportado los informes jurídicos referidos por la cooperativa en su escrito de contestación, aunque considerando la redacción del artículo 10 de los Estatutos aportados a este procedimiento, es reseñable por este órgano arbitral como necesaria una mejora en su redacción estatutaria o bien un acuerdo en Asamblea que clarifique la situación de los socios que se incorporaron antes del cambio de clase, facilitando así la necesaria seguridad en el cómputo de los plazos de permanencia, aunque sin olvidar que las fechas del ejercicio económico anual están fijadas en el artículo 60 de la norma social dando su inicio desde el 01 de julio hasta 30 de junio de cada año.
Tampoco puede entrar este Laudo a juzgar la validez y adecuación de porcentajes de participación o las deducciones practicadas a la demandante, dado que sólo serán relevantes cuando se produzca una baja auténtica y conforme Estatutos, poniéndolas en relación con las cifras, inversiones y resultados que de forma global y a la fecha de aquélla le pudieran ser de aplicación.
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. A los efectos del Reglamento, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos procede dictar, en equidad, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación parcial de la demanda de arbitraje interpuesta por doña XXXXX  frente a la entidad cooperativa XXXXX; decretando así la NULIDAD el acuerdo del Consejo Rector de fecha veintiuno de diciembre de dos mil nueve por el que se calificó como baja injustificada la solicitud de cese de explotación de la parcela X del Polígono X del término municipal de XXX, provincia de XXX, dejando sin efecto la misma y procediendo a dejar también sin efecto el acuerdo del orden del día de la Asamblea General ordinaria celebrada el día tres de diciembre de dos mil diez por el que se ratificó la resolución del Consejo declarada nula en este laudo, otorgando plena validez al resto de acuerdos adoptados y la misma celebración de la referida Asamblea.
Igualmente se acuerda declarar a fecha de esta resolución la   SITUACIÓN DE ALTA como socia de la demandante, con plena vigencia de los derechos y obligaciones que como tal la asisten ante la sociedad cooperativa demandada, sin perjuicio de que habiendo cesado en la explotación de la parcela objeto del presente procedimiento, no cabe liquidación ni reembolso de cantidad alguna anticipada como consecuencia del cese de explotación de la parcela X del Polígono X del término de XXX, o por cualquiera que de forma individual o plural cese en explotación en el futuro, en tanto no solicite su baja voluntaria como tal socia de la entidad o la misma se declare con carácter obligatoria por los órganos competentes, momento éste en el que podrá exigirse por la socia la practica de la preceptiva liquidación y reembolso del conjunto de las participaciones sociales cooperativas y/o parcelas en activo o inactivas, siendo competente para dicha liquidación a practicar el órgano de administración, debiendo valorarse entonces a dicha fecha cierta el cumplimiento de los plazos de permanencia, preavisos y la posible imputación de pérdidas, deducciones y/o amortizaciones.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El presente Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a tres de junio de dos mil trece.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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